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para los Derechos Humanos 

 I. Antecedentes 

1. El presente informe se ha preparado de conformidad con las resoluciones del Consejo 

de Derechos Humanos 5/1 y 16/21, teniendo en cuenta la periodicidad del examen periódico 

universal y el resultado del examen anterior1. Constituye un resumen de las comunicaciones 

de ocho partes interesadas para el examen periódico universal2, presentadas de forma 

resumida debido a las restricciones relativas al número de palabras. 

 II. Información proporcionada por las partes interesadas 

 A. Alcance de las obligaciones internacionales3 y cooperación  

con los mecanismos de derechos humanos 

2. El Center for Global Nonkilling (CGNK) señaló que Santa Lucía debería redoblar sus 

esfuerzos por ratificar varios tratados de derechos humanos, a saber: la Convención para la 

Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio; el Pacto Internacional de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 

sus Protocolos Facultativos; la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, 

Inhumanos o Degradantes y su Protocolo Facultativo; la Convención Internacional para la 

Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas; y la Convención 

Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y 

de Sus Familiares4. 

3. La comunicación conjunta 1 (JS1) recomendó a Santa Lucía que ratificara el Segundo 

Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, destinado a 

abolir la pena de muerte5. 

  

 * La versión original del presente documento no fue objeto de revisión editorial oficial. 

 

Naciones Unidas A/HRC/WG.6/51/LCA/3 

 

Asamblea General Distr. general 

4 de noviembre de 2025 

Español 

Original: inglés 



A/HRC/WG.6/51/LCA/3 

2 GE.25-17729 

 B. Marco nacional de derechos humanos 

 1. Marco constitucional y legislativo 

4. La JS1 observó que, en marzo de 2024, se había reunido por primera vez la nueva 

Comisión Parlamentaria de Examen Constitucional. El mandato de dicha Comisión consistía 

en determinar y acordar posibles enmiendas a la Constitución de Santa Lucía, basándose en 

un informe publicado en 2011 por la Comisión de Reforma Constitucional, tras amplias 

consultas con las partes interesadas, en el que se recomendaba mantener la pena de muerte6. 

5. La JS3 observó que en un informe de 2011, la Comisión de Reforma Constitucional 

de Santa Lucía había determinado que la discriminación por motivos de orientación sexual 

era inaceptable y debería abordarse mediante legislación ordinaria7. 

 2. Infraestructura institucional y medidas de política 

6. La JS3 recomendó a Santa Lucía que estableciera una institución nacional 

independiente de derechos humanos de conformidad con los principios relativos al estatuto 

de las instituciones nacionales de promoción y protección de los derechos humanos 

(Principios de París) 8. The Advocates for Human Rights (AHR) recomendó a Santa Lucía 

que velara por que el Comité Nacional de Coordinación de los Derechos Humanos cumpliera 

los Principios de París y se convirtiera en miembro de la Alianza Global de Instituciones 

Nacionales de Derechos Humanos (GANHRI) 9. 

 C. Promoción y protección de los derechos humanos 

 1. Cumplimiento de las obligaciones internacionales en materia de  

derechos humanos, teniendo en cuenta el derecho internacional  

humanitario aplicable 

  Igualdad y no discriminación 

7. La JS2 señaló que, en marzo de 2022, Santa Lucía había aprobado la Ley contra la 

Violencia Doméstica, que establecía expresamente que las víctimas de violencia doméstica 

no debían ser tratadas de manera discriminatoria por su orientación sexual o identidad de 

género10. La JS3 formuló observaciones similares y afirmó que era necesaria una legislación 

integral de lucha contra la discriminación para garantizar la protección frente a la 

discriminación en todos los contextos11. 

8. AHR señaló denuncias de actos de discriminación y violencia cometidos contra 

personas LGBT en los últimos años, entre ellos varios asesinatos sin resolver de hombres 

homosexuales, agresiones, acoso y la denegación de derechos y servicios básicos12. 

9. La JS3 recomendó a Santa Lucía que promulgara una legislación integral de lucha 

contra la discriminación que prohibiera la discriminación por motivos de orientación sexual 

e identidad de género en todos los ámbitos de la vida, incluidos, entre otros, el empleo, la 

educación, el suministro de bienes y servicios y el alojamiento13. AHR formuló una 

recomendación similar y también recomendó a Santa Lucía que facilitara campañas de 

educación pública sobre diversidad familiar y derechos humanos, implicando a líderes 

religiosos, grupos juveniles e influencers comunitarios para reducir el estigma14. 

  Derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de la persona,  

y a no ser sometido a tortura 

10. La JS1 indicó que Santa Lucía había observado una moratoria de facto sobre las 

ejecuciones durante los últimos treinta años y que actualmente no había ninguna persona 

condenada a muerte. No obstante, el Código Penal del país autorizaba la pena capital y las 

personas seguían corriendo el riesgo de ser condenadas a dicha pena15. 

11. La JS1 señaló que el artículo 86 del Código Penal de Santa Lucía establecía la 

posibilidad de imponer la pena de muerte en caso de asesinato castigado con la pena capital, 

definido como el asesinato de un miembro de las fuerzas de policía, un funcionario de 
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prisiones, un juez de paz o un funcionario judicial, o el asesinato de un testigo o jurado, o el 

asesinato cometido para facilitar otro delito —como el robo o el tráfico de drogas—, o el 

asesinato por encargo, o el asesinato cometido en el marco de un acto de terrorismo. 

Asimismo, el artículo 87 del Código Penal autorizaba la aplicación de la pena de muerte a 

una persona condenada por un asesinato no castigado con esa pena que hubiera sido 

condenada previamente por otro asesinato en circunstancias distintas16.  

12. Sin embargo, la JS1 señaló que la pena de muerte no era obligatoria en Santa Lucía17. 

Además, en virtud de la decisión del Consejo Privado en el asunto Pratt and Morgan18, las 

autoridades no podían mantener la condena a muerte de una persona más de cinco años; 

transcurrido ese plazo, debían conmutar la pena por cadena perpetua19. 

13. La JS1 recomendó a Santa Lucía que: aboliera la pena de muerte y la sustituyera por 

penas justas, proporcionadas y acordes con las normas internacionales de derechos humanos; 

y, en el ínterin, instaurara una moratoria oficial de las condenas a muerte y las ejecuciones, 

así como un procedimiento con arreglo al cual el poder judicial conmutara automáticamente 

la pena capital por cadena perpetua al cabo de cinco años de su imposición20. 

14. La JS1 indicó que, durante el tercer ciclo del examen periódico universal, las 

autoridades habían expresado su compromiso de llevar a cabo consultas públicas acerca de 

la pena de muerte; sin embargo, no se habían adoptado medidas para realizar dichas 

consultas21. Señaló que la Comisión Parlamentaria de Examen Constitucional, que se había 

reunido por primera vez recientemente, constituía un foro oportuno para celebrar consultas 

sustantivas sobre alternativas a la pena de muerte22. 

15. La JS1 recomendó a Santa Lucía que: llevara a cabo una campaña de sensibilización 

sobre los derechos humanos y las alternativas a la pena de muerte, en colaboración con 

organizaciones de la sociedad civil y con la participación de expertos en disuasión de 

conductas delictivas; y encomendara a la Comisión Parlamentaria de Examen Constitucional 

que celebrara consultas públicas acerca de la pena de muerte, en colaboración con 

organizaciones de la sociedad civil e instituciones educativas23. El CGNK formuló 

observaciones similares y recomendó promover un debate público sobre la modificación de 

la Constitución, así como sobre la abolición definitiva de la pena de muerte24. 

16. El CGNK también recomendó a Santa Lucía que votara a favor de la resolución bienal 

de la Asamblea General de las Naciones Unidas sobre la abolición de la pena de muerte o se 

abstuviera en la votación25. 

17. El CGNK indicó que el artículo 94 del Código Penal de Santa Lucía castigaba el 

suicidio en grado de tentativa y recomendó que se derogara esa disposición para facilitar la 

prevención y la curación26. 

18. La JS2 señaló que Santa Lucía había experimentado un preocupante aumento del 

número de homicidios en los últimos cuatro años: de su primer pico de 74 homicidios 

registrado en 2021 había pasado a 77 en 2024. En mayo de 2025, una agencia de noticias 

local había informado de que habían tenido lugar un total de 29 homicidios en 202527. La JS2 

declaró que el aumento de los homicidios podía atribuirse directamente al incremento de la 

distribución de drogas, a las repercusiones económicas causadas por la pandemia de 

COVID-19 y a la competencia entre bandas en Santa Lucía28. 

19. La JS2 señaló que las partes interesadas nacionales habían destacado la falta de 

atención psicológica y médica para las víctimas de delitos. Añadió que, si bien existían 

consejos de apoyo a las víctimas, los aspectos subyacentes de la salud mental seguían sin 

abordarse en gran medida. La JS2 se refirió a un informe de 2022, según el cual en 

Santa Lucía solo el 36 % de las víctimas de delitos habían indicado haber recibido atención 

médica y psicológica eficaz y oportuna, y las víctimas de delitos sexuales habían registrado 

la tasa más baja de atención y protección29. 

  Administración de justicia, incluida la lucha contra la impunidad,  

y estado de derecho 

20. La JS3 señaló que se había informado de casos en los que las denuncias de agresión 

sexual presentadas por personas LGBTQ+ habían sido archivadas o tramitadas de forma 

inadecuada, por lo que, ante la inacción policial, las víctimas habían retirado sus denuncias30. 
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21. Asimismo, la JS3 hizo referencia a casos de feminicidio denunciados que seguían sin 

resolverse e indicó que era necesaria una respuesta policial efectiva frente a la violencia de 

género31. 

22. La JS1 recomendó a Santa Lucía que garantizara que los abogados defensores en los 

casos castigados con la pena capital dispusieran de tiempo y fondos suficientes para reunir 

pruebas sobre circunstancias atenuantes que pudieran justificar la imposición de una condena 

distinta de la pena de muerte; y que toda persona acusada de haber cometido un asesinato 

castigado con la pena capital tuviera acceso a un abogado experimentado desde el momento 

de la detención y durante todas las actuaciones, lo que incluía el procedimiento de apelación 

u otros procedimientos posteriores a la sentencia condenatoria32. 

  Prohibición de todas las formas de esclavitud, incluida la trata de personas 

23. El European Centre for Law and Justice (ECLJ) declaró que se habían denunciado 

muy pocos casos de trata de personas en Santa Lucía, pero que ello no significaba que ese 

fenómeno no fuera un problema. Señaló que las bandas delictivas implicadas en la trata en el 

país solían llevar a cabo operaciones a pequeña escala. Entre las víctimas había tanto 

ciudadanos de Santa Lucía como migrantes de otros países vecinos. El problema se había 

visto agravado por la pandemia de COVID-19, que había creado condiciones propicias para 

que los tratantes captaran, reclutaran y explotaran a las víctimas, ya que las restricciones 

relacionadas con dicha enfermedad, como los toques de queda y los confinamientos, habían 

facilitado que estos las confinaran y limitaran sus movimientos33. 

24. El ECLJ señaló que, en diciembre de 2024, el Gobierno se había asociado con la 

Organización de los Estados Americanos y una organización no gubernamental local para 

revisar y mejorar las directrices relativas a la prevención de la explotación sexual de las 

mujeres. Si bien acogió con satisfacción ese avance, el ECLJ señaló que Santa Lucía había 

estado incumpliendo su responsabilidad de combatir la trata de personas y proteger a las 

víctimas34. 

25. El ECLJ observó que la Ley de Lucha contra la Trata de 2010 tipificaba como delito 

la trata de personas. Sin embargo, las autoridades de Santa Lucía aún no habían logrado 

enjuiciar ningún caso de trata35. El ECLJ pidió a Santa Lucía que se comprometiera 

seriamente a combatir la trata de personas y a tomar todas las medidas necesarias para 

enjuiciar a los tratantes36. 

26. El ECLJ observó con preocupación que las disposiciones de la Ley de Lucha contra 

la Trata permitían imponer penas de prisión o el pago de una multa a las personas condenadas 

por trata37. Pidió a Santa Lucía que revisara las penas vigentes para el delito de trata de 

personas, que permitían a los autores condenados evitar la pena de prisión mediante el pago 

de una multa38. 

  Derecho a un nivel de vida adecuado 

27. La JS2 afirmó que los analistas de datos de Santa Lucía habían vinculado la pobreza 

con la elevada tasa de embarazos en adolescentes y destacó que la falta de educación y las 

escasas oportunidades laborales se habían identificado como las causas fundamentales del 

embarazo en la adolescencia. Añadió que la división social, la migración y la delincuencia se 

habían documentado como las principales consecuencias del embarazo en la adolescencia, y 

que los programas públicos debían centrarse más en los retos económicos que enfrentaban 

las niñas y apoyar a las mujeres embarazadas39. 

  Derecho a la salud 

28. La JS2 se refirió a los informes que indicaban que la razón de mortalidad materna en 

Santa Lucía había mejorado y había pasado de 56 muertes por cada 100.000 nacidos vivos 

en 2000 a 44 en 2023. Añadió que el Gobierno había declarado que, en 2024, la tasa de 

mortalidad materna se situaba en 42,3 muertes por cada 100.000 nacidos vivos40. 

29. Broken Chalk (The Stichting Broken Chalk) señaló que, para 2020, la tasa de 

natalidad en adolescentes en Santa Lucía era de 24 nacimientos por cada 1.000 mujeres de 

entre 15 y 19 años, lo que significaba un avance con respecto a las estadísticas de 2014 
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(40,26 nacimientos por cada 1.000 mujeres). Sin embargo, ese fenómeno seguía siendo un 

problema importante en el país41. Si bien tomó nota de los esfuerzos del Estado para resolver 

ese problema, Broken Chalk recomendó a Santa Lucía que reforzara su inversión en una 

educación sexual integral que fuera adecuada a la edad, tuviera en cuenta el contexto cultural 

y fuera accesible tanto en entornos formales como informales42. 

30. Refiriéndose a una recomendación formulada en el anterior ciclo del examen 

periódico universal, que había contado con el apoyo del país43, AHR indicó que Santa Lucía 

seguía careciendo de una legislación integral que prohibiera la discriminación por motivos 

de orientación sexual, identidad de género, expresión de género o características sexuales en 

el contexto de la atención de la salud44. 

  Derecho a la educación 

31. Broken Chalk indicó que, según varios informes, Santa Lucía registraba una excelente 

tasa de retención escolar en la educación primaria. Aunque la matriculación en el primer ciclo 

de enseñanza secundaria era relativamente elevada, un porcentaje notable de alumnos 

abandonaba los estudios en el segundo ciclo. En el período 2018-2019, el 20 % de los niños 

y el 21 % de las niñas estaban sin escolarizar en el segundo ciclo de enseñanza secundaria, 

cifras que se correspondían con los promedios regionales45. La JS2 indicó que, según las 

proyecciones del Centro de Datos y Políticas Educativos, en 2025 las tasas de finalización de 

la enseñanza primaria aumentarían un 1 % con respecto a 2024, tanto para los niños como 

para las niñas46. 

32. Broken Chalk señaló que la Ley de Educación de Santa Lucía establecía la 

obligatoriedad de que todos los estudiantes permanecieran en la escuela hasta cumplir los 16 

años. Los estudiantes que decidían no asistir a la escuela secundaria podían optar por 

inscribirse en un ciclo de enseñanza primaria superior de cuatro años, orientado a prepararlos 

para el empleo47. 

33. Broken Chalk se refirió a informes según los cuales se habían registrado avances 

positivos en la reducción de las tasas de abandono escolar femenino y observó que, en Santa 

Lucía, las niñas tenían más probabilidades de finalizar el primer ciclo de enseñanza 

secundaria48. 

34. Broken Chalk observó que la pobreza y las disparidades de género podían aumentar 

el riesgo de abandono escolar, sobre todo en la educación secundaria, y que los niños tenían 

mayores probabilidades de repetir curso y algo más de probabilidades de abandonar antes sus 

estudios. En Santa Lucía, el abandono escolar temprano podía estar estrechamente vinculado 

con el riesgo de trabajo infantil, en particular entre los jóvenes de hogares económicamente 

desfavorecidos49. 

35. Broken Chalk recomendó a Santa Lucía que: introdujera incentivos financieros, como 

becas, programas de alimentación escolar o subsidios de transporte, para ayudar a aliviar las 

presiones económicas que empujaban a los estudiantes a abandonar la escuela50; mejorara la 

recopilación de datos mediante el seguimiento digital de la asistencia, la realización de 

auditorías escolares periódicas y el establecimiento de mecanismos comunitarios de 

notificación, con vistas a orientar las intervenciones de manera más eficaz51; y ofreciera 

opciones flexibles de escolarización, como clases nocturnas, formación profesional y 

aprendizaje en línea, a fin de dar cabida a los estudiantes que necesitaban trabajar o se 

enfrentaban a otros obstáculos a la escolarización tradicional52. 

36. Broken Chalk también recomendó a Santa Lucía que apoyara activamente a las 

madres adolescentes para que permanecieran en la escuela o regresaran a ella y formara al 

personal competente, de modo que adoptara enfoques de apoyo a las madres jóvenes que no 

las estigmatizaran, a fin de crear entornos de aprendizaje inclusivos que fomentaran la 

retención escolar y el éxito académico53. 

37. Unite for Rights declaró que Santa Lucía debería ampliar los programas de 

divulgación específicos y los materiales culturalmente pertinentes para dar conocer la 

Declaración Universal de Derechos Humanos entre los Pueblos Indígenas, los jóvenes y los 

grupos marginados, en colaboración con los líderes y las comunidades locales, y aumentar la 

financiación y las medidas de apoyo a largo plazo en favor de las organizaciones de la 
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sociedad civil dedicadas específicamente a impartir educación en derechos humanos sobre la 

Declaración54. 

 2. Derechos de personas o grupos específicos 

  Mujeres 

38. La JS3 señaló que, de conformidad con el artículo 123 del Código Penal de Santa 

Lucía, la violación conyugal seguía estando tipificada como delito únicamente en 

circunstancias en las que la pareja estuviera separada o divorciada, o cuando el Tribunal de 

Familia hubiera dictado una orden de protección. A causa de esa flagrante omisión, las 

mujeres quedaban expuestas a sufrir agresiones sexuales a manos de cónyuges maltratadores 

y tenían acceso a recursos jurídicos extremadamente limitados55. 

39. La JS3 afirmó que, si bien se había actualizado la legislación sobre violencia 

doméstica, no ocurría lo mismo con la legislación relativa al acoso sexual. Señaló que el 

acoso sexual estaba tipificado como delito en el Código Penal y que, además, constituía un 

acto de discriminación ilegal con arreglo al Código del Trabajo de 2006. Sin embargo, la 

legislación nacional en materia de acoso sexual no se había actualizado desde 202156. La JS3 

recomendó a Santa Lucía que reforzara el marco contra el acoso sexual, en particular los 

procedimientos de denuncia y enjuiciamiento57. 

40. La JS3 indicó que el acceso a la justicia para las víctimas de la violencia doméstica 

seguía siendo un problema, ya que muchas sobrevivientes carecían de información esencial 

sobre los mecanismos de apoyo existentes. En la actualidad, no había suficientes centros de 

acogida, viviendas de transición ni programas de asesoramiento y económicos para llegar de 

manera efectiva a todas las sobrevivientes de la violencia doméstica. Muchos de los servicios 

de apoyo disponibles estaban dirigidos por actores de la sociedad civil, cuya dotación de 

fondos o recursos públicos era escasa o inexistente58. La JS3 recomendó la adopción de 

políticas nacionales de apoyo a las sobrevivientes, que incluyeran vías de reparación seguras, 

confidenciales y accesibles para ellas, formación continuada sobre respuestas que tuvieran 

en cuenta los traumas sufridos, destinada a las fuerzas del orden, reformas normativas 

orientadas a asegurar un acceso efectivo a la justicia de las sobrevivientes que tenían que 

interactuar con el sistema judicial y actividades de sensibilización y educación públicas 

acerca de los derechos reconocidos por la legislación y los mecanismos de denuncia59. 

41. La JS3 señaló que los malos tratos tras la separación también eran un motivo de 

preocupación creciente. Observó que las órdenes de protección dictadas en virtud de la Ley 

contra la Violencia Doméstica que no iban acompañadas de una respuesta policial 

contundente ante las denuncias de incumplimiento dejaban a las sobrevivientes expuestas a 

sufrir represalias por haber denunciado. Además, en el Tribunal de Familia, los autores de 

violencia doméstica que tenían hijos en común con las sobrevivientes podían obtener un 

régimen de visitas, incluso en casos en que se hubieran producido actos de violencia. Así 

pues, esas visitas podían realizarse sin el debido apoyo del Estado o del Departamento de 

Servicios Humanos para asegurar que tuvieran lugar sin comprometer la seguridad de los 

denunciantes de malos tratos ni poner en peligro a los niños involucrados60. 

  Niños 

42. La JS3 tomó nota de la aprobación de legislación para proteger los derechos de los 

niños, como la Ley de Justicia Juvenil (2018) y la Ley de Cuidado y Adopción de Niños 

(2018), pero indicó que seguía pendiente la aprobación del proyecto de ley sobre la condición 

jurídica del niño, destinado a abordar la situación discriminatoria de los niños nacidos fuera 

del matrimonio, y del proyecto de ley sobre la manutención de los hijos61. La JS3 recomendó 

a Santa Lucía que aprobara tanto el proyecto de ley sobre la condición jurídica de los niños 

como el proyecto de ley sobre la manutención de los hijos62. 

43. Broken Chalk declaró que, si bien el trabajo infantil no estaba generalizado, seguía 

representando una amenaza importante para la infancia. Señaló que, según las 

investigaciones, el 7,5 % de los niños de entre 5 y 14 años trabajaban en la agricultura o eran 

sometidos a explotación sexual comercial63. Broken Chalk observó que el trabajo infantil era 

más habitual entre los niños de los hogares más pobres, ya que alrededor del 18,4 % de los 
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niños de entre 5 y 11 años del 40 % de los hogares más pobres trabajaban, principalmente 

contribuyendo a los negocios familiares. En cuanto al género, los niños de entre 5 y 11 años 

trabajaban más que las niñas. Sin embargo, las niñas tenían más probabilidades de realizar 

actividades económicas no remuneradas, así como de trabajar más horas, cuando ayudaban 

a sus familias en las tareas domésticas64. 

44. Broken Chalk destacó las lagunas existentes en el marco jurídico y la normativa en el 

ámbito del trabajo infantil y observó que no existía una lista establecida de ocupaciones o 

actividades peligrosas prohibidas en el caso de los niños. Asimismo, señaló que la utilización 

de niños para fines de explotación sexual comercial no parecía constituir un delito en el país. 

Esas lagunas en el marco jurídico seguían poniendo en grave peligro el bienestar de la 

infancia en Santa Lucía65. 

45. Broken Chalk recomendó a Santa Lucía que: diera prioridad a la actualización de la 

legislación nacional a fin de ajustarla plenamente a las normas internacionales del trabajo, 

como las establecidas por la Organización Internacional del Trabajo, en particular mediante 

la elaboración y aplicación de una lista de trabajos peligrosos prohibidos a los menores, la 

aprobación de leyes que tipificaran como delito todas las formas de explotación sexual 

comercial de niños y la dotación de recursos suficientes destinados a los organismos 

encargados de hacer cumplir la ley para que aseguraran el respeto de esas leyes66; y reforzara 

la capacidad de los inspectores del trabajo, los trabajadores sociales y los agentes del orden 

para detectar los casos de trabajo infantil, especialmente en las zonas rurales y en las 

empresas familiares, y hacerles frente67. 

  Personas lesbianas, gais, bisexuales, transgénero e intersexuales 

46. La JS3 destacó que, en 2019, actores de la sociedad civil del país habían interpuesto 

un recurso judicial ante el Tribunal Supremo del Caribe Oriental, en el que impugnaban la 

constitucionalidad del artículo 133 del Código Penal (2004), relativo a la “sodomía”, y del 

artículo 132 de dicho Código, dedicado a los “actos contra la moral pública”, disposiciones 

que criminalizaban las relaciones sexuales entre personas del mismo sexo, y que el asunto 

seguía pendiente ante el Tribunal, que aún no se había pronunciado al respecto68. 

47. AHR señaló que el Gobierno de Santa Lucía no reconocía la igualdad matrimonial, 

por lo que negaba a las parejas del mismo sexo el acceso a la protección jurídica, los derechos 

y los beneficios asociados al matrimonio. Como resultado de ello, las parejas del mismo sexo 

se enfrentaban a importantes dificultades en ámbitos como la facultad para tomar decisiones, 

la división de bienes tras la ruptura de la relación y el derecho a la herencia y a la sucesión69. 

48. AHR observó que Santa Lucía carecía de un procedimiento para cambiar legalmente 

de género y que no existía el reconocimiento del género no binario, lo que dejaba a las 

personas transgénero y no binarias sin cauces oficiales para obtener el reconocimiento 

jurídico de su identidad de género70. 

49. AHR recomendó a Santa Lucía que, en colaboración con organizaciones LGBTI+ 

locales y regionales, estableciera marcos jurídicos que permitieran a las personas cambiar de 

género y reconocieran oficialmente las identidades no binarias; aprobara legislación para 

reconocer legalmente el matrimonio entre adultos del mismo sexo; y se comprometiera a 

celebrar, en un plazo de dos años, una consulta nacional sobre el reconocimiento jurídico de 

las relaciones entre personas del mismo sexo, incluida la opción del matrimonio71. 

 Notas 
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